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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señores Representantes Carmelo José Vidalín Aguirre, Presidente y Martín Tierno, 
Vicepresidente. 


MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo D. Abdala, Marcelo Bistolfi, Raúl Olivera y Luis Puig. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas y Oscar Groba. 


INVITADOS: Por el Colegio de Abogados del Uruguay, doctores Ricardo Mezzera, Alfredo Cabrera y 
Santiago Pereira Ramos. 


Por la Dirección Nacional de Trabajo, señores Luis Romero, Director y Nelson Díaz, 
Presidente de la Mesa del Consejo de Salarios del Grupo Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE (Tierno).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de representantes del 
Colegio de Abogados, integrada por los doctores Alfredo Cabrera, Ricardo Mezzera y Santiago Pereira 
Campos. 


Estamos en el proceso de analizar las modificaciones de la Ley N* 18.572 y, como es costumbre de la 


Comisión, antes de ingresar a la discusión interna, invitamos a quienes tienen que dar su opinión y, en este 
caso fundamental, al Colegio de Abogados del Uruguay. 


SEÑOR CABRERA.- Es un gusto estar nuevamente reunidos con la Comisión. 


Voy a hacer una introducción para que luego nuestros compañeros continúen explicando la posición del 
Colegio de Abogados. Voy a comenzar historiando el largo proceso de modificación de la Ley N* 18.572 que, 
en lo que a nosotros respecta, comenzó hace aproximadamente un año y medio cuando la Suprema Corte de 
Justicia dictó las primeras sentencias declarando la inconstitucionalidad de algunos de sus artículos. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Vidalín.- Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


——- Al suceder eso, nosotros previmos que se iba a generar una situación particularmente conflictiva en el 
ejercicio de la profesión y solicitamos una audiencia al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cuando 
todavía no existía un proyecto modificativo a estudio. 


En aquella oportunidad, le planteamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nuestra preocupación por 
solucionar rápidamente el tema, subsanando las inconstitucionalidades que la Suprema Corte de Justicia 
estaba fallando y, a su vez, le planteamos que era necesario que el proyecto que se presentara fuera más allá y 
mejorara la ley actualmente vigente, la cual, a nuestro juicio, era mala. 


En ese sentido, nos reunimos con el señor Subsecretario, doctor Loustaunau y con la Comisión que en 
aquella época funcionaba en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social integrada, entre otros, por 
el recordado profesor Ermida, y les hicimos llegar un documento del Colegio que tenía aproximadamente 
dieciocho puntos y observaciones que le hacíamos a esa ley. 


Con posterioridad a esa reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, fuimos recibidos por esta 
Comisión a mediados del año 2010 muchos de los actuales integrantes estaban en aquel momento, volvimos 
a entregar el documento que habíamos dejado en el Ministerio todavía no teníamos un proyecto sustitutivo 
con estado parlamentario cuando fuimos recibidos por ustedes y les planteamos nuevamente nuestro 
convencimiento de que la ley era mala para los trabajadores, para los empresarios, para los abogados y para 
los Jueces, que era una ley que generaba dificultades en el ejercicio profesional en el ámbito del derecho 
laboral. 


Posteriormente, el Poder Ejecutivo mandó un proyecto modificativo de la Ley N* 18.572, el cual no 
conocimos antes de que tomara estado parlamentario. Nos hubiese gustado además de habernos recibido 
inicialmente haber opinado sobre aquel proyecto antes de que fuera enviado, porque creemos que como estos 
son esencialmente temas técnicos, es mucho más fácil hablarlo en ámbitos reducidos entre abogados ya que, 
sin duda, es medianamente sencillo ponerse de acuerdo en soluciones técnicas. Pero eso no ocurrió y el 
proyecto fue enviado. 


La exposición de motivos del proyecto que envió el Poder Ejecutivo refiere a que se consultó a la central 
sindical, a las cámaras empresariales y a la Suprema Corte de Justicia, lo cual en cierta forma refleja por 
escrito lo que para nosotros ha sido un error, que es creer que se puede llevar adelante un proyecto de ley de 
procedimiento sin tomar en cuenta la opinión de los principales aplicadores que son los abogados y los 
Jueces. Si los abogados y los Jueces no comparten el proyecto sobre el cual tienen que trabajar, posiblemente 
esa iniciativa tenga una vida corta o, por lo menos, tenga dificultades para ser llevado adelante. 


Finalmente, concurrimos hoy con un proyecto sustitutivo que tiene media sanción del Senado. Lo primero 
que debo decir es que el proyecto que aprobó el Senado es sensiblemente superior al enviado por el Poder 
Ejecutivo. 


Nosotros mantuvimos una reunión con una Subcomisión de la Comisión que estaba tratando el tema en el 
Senado y con beneplácito debemos decir que tenemos la sensación de que muchos de los planteos que 
hicimos en aquella oportunidad han sido recibidos e incorporados al texto. Por lo tanto, más allá de lo que 
manifestemos más adelante, reiteramos que el texto hoy a estudio es superior al que envió el Poder Ejecutivo. 


Solo a vía de ejemplo diremos que el Senado incorporó al proyecto el recurso de casación, algo que le 
planteamos encarecidamente. Nos parecía que era un error de política legislativa muy importante que nada 
menos que la materia laboral no llegara a conocimiento de la Suprema Corte de Justicia, creando una suerte 
de "capitis diminutio" de toda un área con sus particularidades. Lo mismo ha sucedido con otros temas que 
han sido incorporados. 


Hecha esta salvedad, debemos decir que tenemos que hacer otras observaciones al proyecto vigente; hay 
observaciones que parten de consideraciones técnicas y de conocer la realidad. Cuando vinimos la primera 
vez dijimos, entre otras cosas, que el Parlamento no debería creer que, por aprobar leyes, modificaba las 
realidades. La realidad es que el Poder Judicial tiene determinado nivel de recursos materiales, de recursos 
humanos y de capacidades técnicas que también inciden en el desenvolvimiento y desarrollo de los procesos 
tanto como la ley, y por más que las leyes establezcan plazos, muchas veces la realidad de la agenda de un 
Juzgado, si no coincide con los plazos, no va a coincidir. Más allá de que se dispongan sanciones o que se 
establezcan fechas límites, si la agenda no lo admite, no lo admite. En los hechos, hoy hay plazos que 
establece esta ley la vigente y la proyectada que ya no son respetados. 


Hoy, en los Juzgados nos consta, porque lo conocemos, se están fijando audiencias para dentro de seis meses 
cuando la ley establece un plazo máximo de sesenta días para fijar una audiencia única. Nos parece bueno 
que tengan presente esto porque, muchas veces, la sensación es que un proyecto coherente que ha sido 
aprobado acaba de resolver un área de interés o de actividad del país y no siempre pasa eso. Muchas veces la 
realidad sigue yendo por un carril distinto que el del proyecto y lo que mencioné es solo un caso de lo que 
está sucediendo hoy y de lo que va a suceder con la ley que se apruebe, porque los plazos siguen siendo 
ex1guos. 


SEÑOR PEREIRA CAMPOS.- Me voy a referir, básicamente, a algunos puntos del proyecto aprobado 
por el Senado. Creemos que, desde el punto de vista técnico o de políticas públicas, el proyecto sigue 
teniendo algunas carencias, más allá de que como lo señalaba el doctor Cabrera entendemos que el 
trabajo que ha realizado el Senado ha sido muy importante y que recoge muchísimas de las propuestas 
que hicimos en su momento. 


En primer lugar me parece que esto es lo más importante desde el punto de vista de las políticas públicas, 
este proyecto elimina la inmediación entre el Juez, el trabajador y el empresario. Siempre fue un reclamo de 
todo el sector laboral, de la doctrina laboral y también de las delegaciones sindicales, que en el proceso 
laboral se vieran, cara a cara, el Juez con el trabajador, que el trabajador pudiera saber quién era el Juez que 
estaba entendiendo en su caso y como lo dice expresamente la exposición de motivos que viene del Poder 
Ejecutivo y que no se modificó en el Senado, si el trabajador o el empleador no va a las audiencias, no ocurre 
nada, porque en su sustitución actúa el abogado. La conclusión a la que llegamos es que esto va a hacer 
perder transparencia al proceso, porque este se va a transformar en una cuestión de abogados y todo lo que 
habíamos ganado y recuperado al haber un contacto directo del trabajador con el Juez y del empleador con el 
Juez, se va a perder. 


Esto no está claro en el articulado, pero surge de la exposición de motivos y es consecuencia de que en el 
artículo 14 "in fine" de la redacción que viene del Senado se eliminan sanciones por la incomparecencia. Esto 
significa que no ocurre nada si una parte no va a la audiencia y me parece que es importante. En las demás 
materias se mantiene la inmediación y curiosamente se elimina en la materia en la que siempre se ha dicho 
que es lo más importante, es decir, en la materia laboral. 


El segundo tema es que el proyecto mantiene la eliminación de dos institutos importantísimos que son: la 
posibilidad de citar a un tercero y la posibilidad de contrademandar. Fundamentalmente, nos queremos ceñir 
a la imposibilidad de citar a un tercero. ¿Cuál es la idea? ¿Por qué se ha eliminado esto? Porque se ha 
pensado que con esto el proceso se acelera, se gana mucho más tiempo porque se evita convocar a un tercero 
al proceso. 


Ahora bien: con las leyes de tercerización vigentes, la participación de terceros en el proceso cuando 
hablamos de terceros nos referimos a la empresa tercerizada y todo lo tercerizado se vuelve clave. Entonces, 
¿qué va a ocurrir? Con esta eliminación el proceso se va a alargar muchísimo más porque se elimina la 
citación de terceros, pero no se elimina la posibilidad de acumular los expedientes judiciales. ¿Qué va a 
ocurrir? Que cuando haya terceros se van a formar varios expedientes en distintos Juzgados que luego se van 
a frenar para acumularse en un único proceso. Eso, que se llama acumulación de procesos, va a tardar meses. 
La conclusión es que lo que se quiso ganar eliminando la posibilidad de citar a un tercero va a generar un 
problema muchísimo mayor. Este aspecto nos parece clave. 


El tercer punto que nos parece importante es que hay un error técnico en el artículo 13 del proyecto aprobado 
cuando hace mención a la fijación provisoria del objeto del proceso y de la prueba. Se agregó el término 


"provisoria" y es un acierto haberlo hecho, pero luego se omitió establecer en qué momento se fijaba en 
forma definitiva el objeto del proceso y de la prueba. La conclusión es que está determinada una fijación 
provisoria y no la fijación definitiva. Habría que analizar la posibilidad de prever en el articulado cuándo se 
hace esa fijación definitiva. Lo correcto, desde el punto de vista técnico, es que se hiciera en la audiencia 
única del proceso. 


En cuarto lugar, debemos decir que en el artículo 18 del proyecto aprobado por el Senado se prevé el régimen 
de recursos, pero se ha omitido regular cómo se impugna, cómo se ataca la resolución interlocutoria simple. 


Las resoluciones interlocutorias simples son aquellas de menor trascendencia en el proceso, y al no 
establecerse el régimen impugnativo, va a generar incidentes, dilaciones y problemas interpretativos. 
Pensamos que habría que regular cómo se impugnan estas resoluciones interlocutorias simples. 


También hay otro problema con el régimen impugnativo porque no se ha modificado el artículo 12 de la ley 
actualmente vigente, que refiere a la resolución de las excepciones previas. Por lo tanto, si se aprobara como 
viene del Senado, esa norma se mantendría vigente. Como ese artículo no se modifica, pero sí se modifican 
los demás respecto de las impugnaciones, en cuanto al artículo 12 va a haber un régimen impugnativo 
distinto al régimen general de la ley, lo cual se va a transformar en una trampa para que pequeños errores de 
un abogado, de una u otra parte, puedan hacerle perder el proceso al trabajador o al empleador, y desde el 
punto de vista técnico eso no nos parece adecuado. 


Tampoco se prevé el régimen impugnativo de los incidentes regulados en el numeral séptimo del artículo 14, 
lo que va a generar grandes dudas interpretativas. Por lo tanto, sería adecuado regularlo. Y tampoco se regula 
qué ocurre cuando se interponen conjuntamente dos recursos clave, que son los recursos de reposición 
apelación contra las sentencias interlocutorias. Las modificaciones que se han propuesto han olvidado este 
punto, lo que va a generar grandes dudas interpretativas. 


Como último punto, queríamos señalar ya lo habíamos dicho oportunamente en la Comisión del Senado que 
en la actual regulación no tiene sentido mantener dos procesos distintos: uno de menor y otro de mayor 
cuantía. Si leen con atención el articulado, es tan igual la regulación de uno y de otro que no tiene sentido 
mantener dos procesos, ya que va a generar un ámbito de dudas interpretativas, germen de conflictos e 
interposición de dilatorias. ¿Cuál es la solución que proponemos? Un único proceso que diga que cuando el 
monto es bajo no hay apelación. La idea que existe detrás de esto es que cuando se trate de asuntos de menor 
cuantía, no se siga una segunda instancia. Nos parece que lo mejor es un único proceso y que respecto de la 
cuantía, se diga que la sentencia no es apelable. Esto simplificaría el actuar de los operadores jurídicos y 
evitaría muchísimas dilaciones que probablemente se puedan plantear en el proceso. 


SEÑOR MEZZERA.- Al igual que mis colegas quiero agradecer que nos hayan recibido. 


Nos parece importante que ustedes cuenten con dos elementos clave: la cuestión técnica y la realidad que 
nosotros vivimos asesorando clientes en estas materias. 


Debemos aceptar que, desde el punto de vista técnico, estos temas pueden ser un poco áridos, pero es nuestra 
obligación, en representación del Colegio, identificar y explicar de manera muy rápida los aspectos técnicos 
que deben ser mejorados. 


Insisto: lo que traemos aquí es producto de la experiencia de estar en contacto con los Jueces y con los 
procesos. No se trata de un planteo académico, que es muy respetable, pero no es el que está dentro de las 
funciones del Colegio de Abogados. 


Mis colegas mencionaron una serie de puntos que no terminan de ser resueltos por este nuevo proyecto. 
Comparto con ellos que este proyecto modificativo del que envió el Poder Ejecutivo es sensiblemente mejor 
que lo que tenemos hoy. Pero, lamentablemente, no podemos decir que vaya a resolver la práctica ni la 
realidad y, además, en el futuro se nos van a plantear problemas. 


Uno de los elementos que genera dificultades en la práctica es la obligación que tienen los Jueces de calcular 
los distintos rubros para determinar, luego de una operación aritmética y teniendo en cuenta la liquidación de 
los distintos impuestos y deducciones, la suma que debe cobrar un trabajador de acuerdo al reclamo que hizo. 


Esto es algo muy complejo para los Jueces ya que ellos no han sido formados en esos aspectos contables. 
Quizás eso podría resolverse si se le dieran distintos tipos de herramientas como pueden ser asesores que 
hagan esas tareas. El cálculo concreto de cada uno de los rubros es una realidad un poco compleja. Imaginen 
un juicio de diez trabajadores que cobran diferentes salarios, horas extras y distintas partidas. La realidad 
salarial de esos trabajadores es distinta y el Juez tendrá que dedicar una importante cantidad de horas para 
resolver no los problemas técnicos y determinar si el trabajador tiene o no razón en su reclamo, sino cuánto 
hay que pagarle. 


Nosotros entendemos que es urgente modificar la ley actual y creemos que el proyecto que está a 
consideración de la Comisión es sensiblemente mejor. El año pasado, en nuestra anterior comparecencia, 
dijimos que la ley vigente generaba dificultades de aplicación, complejidades que tenían que resolver el Juez 
y los abogados y que se podían plantear distintas interpretaciones. Además, una vez resuelto el problema de 
si algunos artículos de la ley actual eran o no inconstitucionales lo que ha sido resuelto por alrededor de cinco 
mil sentencias que declaran que esta ley vigente es inconstitucional en algunos aspectos, los expedientes que 
estaban en la Corte iban a volver a los Juzgados de origen y no se resolvía el problema de la ley a partir de 
ese momento, sino que, de alguna manera, se hacía más complejo. ¿Por qué? Porque esos juicios tenían que 
comenzar su trámite normal y, por lo tanto, se producirían congestionamientos imposibles de resolver en las 
agendas de los Juzgados. 


El doctor Cabrera mencionaba que en la ley actual existe gran limitación para resolver y fijar audiencias en 
plazos cortos y a veces se demora hasta seis meses en fijar audiencia. Colegas de distintos lugares del país 
nos han trasmitido que esa es la situación. Voy a contarles un caso que nos relató una colega: una audiencia 
de testigos llevada a cabo con el proceso vigente empezó a la una de la tarde, cuando abrió el Juzgado, y 
terminó a la una de la mañana, debido a que había una cantidad importante de testigos. Fíjense que durante 
ese día el Juez no pudo atender ningún otro expediente que tenía pendiente y que debía resolver. 


No es un capricho de Jueces ni de abogados que las audiencias tengan que ser fijadas con tanta dilación. Eso 
está determinado por la realidad. Tenemos un número acotado de Juzgados y se les va planteando una 
cantidad creciente de juicios que se rigen por esta ley vigente. 


Las audiencias no es un problema que atañe solo al empresario que es demandado en ese juicio. Por ejemplo, 
imaginen el caso de que un trabajador necesite la declaración de un testigo muy importante para su caso, que 
no puede concurrir en la fecha fijada por el Juzgado. Con el régimen limitativo de la prórroga de las 
audiencias, probablemente ese trabajador o eventualmente un empresario que se encuentre en la misma 
situación tenga que prescindir de esa declaración. Por lo tanto, es importante que los Jueces puedan tener 
cierta flexibilidad en la fijación de las audiencias. 


Como cierre de esta primera parte de mi exposición, diría que, a pesar de las virtudes que posee el proyecto 
que tienen a consideración con respecto a la situación actual, igual sigue siendo un proceso diseñado para un 
tipo de Juzgados Laborales y no para todos los Juzgados que tienen competencia en materia laboral. Es un 
proceso diseñado para aquellos Juzgados que solo entienden en materia laboral, lo que nosotros llamamos 
Juzgados especializados. Inclusive, en estos Juzgados especializados de Montevideo también se están dando 
las demoras que mencioné. Esta situación hoy se ve sensiblemente agravada debido a la realidad que tenemos 
y va a continuar siendo muy complicada en muchos Juzgados del interior que entienden en todas las materias. 
Como ya dijimos el año pasado, hay Juzgados que entienden en materia laboral, en pensiones alimenticias y 
también en violencia doméstica. Por ejemplo, la audiencia que yo les mencioné duró doce horas: ¿cómo actúa 
el Juez que, ese día, además tiene que resolver un problema por un accidente de tránsito, otro por un hurto y 
otro de violencia doméstica, que muchas veces son tan o más urgentes que las situaciones laborales? 


Como he dicho en mi anterior comparecencia, no sabemos qué responder a los abogados que nos preguntan 
qué deben atender primero, si una pensión alimenticia, un problema de violencia doméstica o los plazos 
rígidos y duros de la ley laboral. 


SEÑOR BISTOLFI.- Agradecemos la presencia de los invitados. Nos parece de vital importancia que 
hoy estén aquí para que nos digan cuáles son las flaquezas que encuentran en el proyecto. 


Me resulta un poco raro lo que mencionaba el doctor Cabrera en cuanto a que no hayan sido ustedes uno de 
los principales actores en un tema de esta naturaleza y que les haya llegado algo prácticamente laudado por 


parte del Poder Ejecutivo. Por algo ustedes están haciendo todas estas observaciones y señalando 
inconvenientes para los que han planteado algunas soluciones. Creo que ese no debería haber sido el camino 
y ustedes tendrían que ser los principales actores. 


El doctor Cabrera mencionaba que los plazos es el principal problema. Parece fácil, pero luego en la práctica 
la realidad demuestra que es muy complicado. Se decía que más allá de que existan multas sería muy difícil 
acotar esos plazos. Me gustaría conocer cuál entiende usted que sería una alternativa para lograr que los 
plazos sean más cortos, y lograr mayor celeridad, que es lo que se busca. 


SEÑOR CABRERA.- La ley de procedimiento es a las partes de un juicio las reglas de un deporte a los 
que lo practican. Uno debe tener certezas y saber que una tarjeta amarilla significa observación y dos, 
expulsión. Las leyes de procedimiento resultan áridas porque son muy técnicas, pero todos tenemos 
que conocer las consecuencias procesales de nuestros actos. Debo saber qué sucede si no contesto una 
demanda o no concurro a una audiencia. La realidad impone, aunque esté establecido que el plazo de 
la audiencia no puede fijarse a más de sesenta días, que como el Juez no tiene lugar para otra 
audiencia, la establezca a más de sesenta días. ¿Eso qué genera? Incertidumbre. Porque yo, como 
abogado que no quiere que la audiencia se demore, podría decir que la audiencia es nula porque ha 
sido realizada en violación de la norma prohibitiva y puedo denunciar al Juez. Ese es nuestro 
problema. 


Si la realidad me dice que la audiencia va a ser dentro de determinados parámetros, cuando el Juez la pueda 
realizar, yo preciso una norma que diga que el Juez puede prorrogar la fecha de la audiencia por motivos de 
fuerza mayor, si no puede hacer otra cosa. A través de esa norma, se logra que la actuación del Juez hoy sea 
ajustada a derecho. Entonces, existe certeza: la prorrogó porque puede hacerlo; la ley lo permite. 


Nuestra principal crítica fue que una única audiencia es insuficiente. Yo soy un abogado que defiende 
empresas y trabajadores. Hace poco, en un juicio, en el que defendía a seis trabajadores, uno de mis testigos 
estrella para lo que quería probar era gerente de la demandada y no concurrió. Actualmente, se los cita pero 
asisten voluntariamente. Entonces, pierdo ese testigo porque hoy no tengo la posibilidad de volver a citarlo, 
pues este proceso no me lo permite. La celeridad funciona en contra de la parte necesitada de la prueba, 
cualquiera sea ella. 


Cuando la prueba es documental no importa, y podría suponerse que la parte empleadora tiene mayores 
facilidades para producir pruebas. Para la parte trabajadora, que usualmente son testigos en general, 
compañeros de trabajo, con una sola audiencia muchas veces no alcanza, porque esa persona puede estar 
trabajando en una obra en Artigas y no en Montevideo, ya que es empleado de una empresa constructora que 
sigue trabajando. Si se le consulta si puede venir un jueves, que hay audiencia, dirá que no. ¿Qué dice la ley 
hoy? Que se puede prorrogar por seis días. Me parece que seis días es un saludo a la bandera, dicho con todo 
respeto. Si hay una realidad que impide que algo suceda hoy, posiblemente dentro de seis días la realidad sea 
la misma. 


Luego, se dice que el Juez podrá, en caso de estimarlo imprescindible, prorrogarla por veinte días, 
comunicando los motivos a la Suprema Corte de Justicia. Uno podría imaginar que va a haber un formulario 
impreso donde se va a comunicar todos los días a la Suprema Corte de Justicia y que alguna oficina se va a 
llenar de comunicados donde consta la prórroga, que nadie leerá. Nadie va a estar controlando si el Juez 
laboral de tercer turno o el Juez Letrado de Río Branco con competencia múltiple, entre otras, la de trabajo, le 
comunicó a la Suprema Corte de Justicia. Nos parece que legislar cuando no se ajusta a la realidad termina 
confundiendo y no ayuda. 


Voy a reiterar algo que me parece importante: nosotros venimos en cuanto organización gremial, Colegio de 
Abogados y no como catedráticos ni como docentes. Venimos como representantes de abogados que ejercen 
la abogacía, defendiendo a trabajadores y empresarios. Concurrimos a plantearles lo que, a nuestro juicio, son 
los mejores caminos para obtener un objetivo que todos pretendemos: un proceso laboral rápido, eficaz y 
protector. El objetivo no está en discusión, y yo creo que todos buscamos lo mismo. Las deficiencias del 
procedimiento existen y esto lo hemos hablado. Si en lugar de tener un funcionario en audiencia haciendo un 
acta resumida, contara con un taquígrafo, la audiencia sería mucho más rápida y el proceso sería más 
protector, porque como sucede en estas Comisiones, lo que dijo Cabrera no podría ser interpretado. Hay una 
versión literal de mis palabras. O sea que no solo se mejora el proceso con una ley nueva sino con mayores 


recursos, mayores calificaciones, tomando en consideración la realidad distinta del Juzgado del interior de la 
del Juzgado especializado de Montevideo. El Juez Letrado de un departamento del interior, en principio, 
tiene competencias múltiples, en algunos casos, por ejemplo, penal. Entonces, antes tenía un Código General 
del Proceso, que regulaba todo, y ahora un Código General del Proceso que regula casi todo. Tiene un 
Código de Procedimiento Penal y una ley laboral nueva. La que es más rígida y exigente en sus plazos es la 
ley laboral. Pero ese Juez del interior, con competencias múltiples, tiene homicidio, violencia doméstica, 
sucesiones, arrendamientos, laboral, etcétera, etcétera. Hace pocos días estuve en Durazno y tuve que esperar 
en el Juzgado porque antes había un caso de violencia doméstica, que naturalmente tiene prioridad. 


Entonces, se trata de un procedimiento hecho pensando en los Juzgados especializados de Montevideo, que 
no es el cien por cien de la realidad del Uruguay. 


¿Es mejor este proyecto que el que está? Sí, es mejor. El que está es muy malo. La Ley_N* 18.572 es muy 
mala; no debe haber ley en la historia que tenga cinco mil declaraciones de inconstitucionalidad.. 


¿Es mala la realidad que hoy tenemos? Es muy mala porque hoy cualquier procedimiento laboral comienza 
con una excepción presentada. Desde hace dos años, cada vez que un trabajador presenta una demanda 
laboral, primero hay seis o siete meses de trámite en la Suprema Corte de Justicia, sin ninguna sorpresa en el 
resultado porque ya se sabe lo que va a decir este organismo. Se presenta el trámite, el Juez decreta elevarlo, 
se eleva, ingresa a la Corte, pasa a estudio de los Ministros y ya se sabe lo que estos van a decir. Es algo 
kafkiano; un proceso que agregó seis o siete meses porque sí. Y eso está sucediendo todos los días. Por eso 
digo que hay que resolverlo cuanto antes. 


Nuestro interés es que ustedes tengan presente que no está la solución definitiva. Tal vez, dentro de un año 
estaremos visitándolos, para sugerirles modificaciones. Si hoy pudiéramos tener un proyecto ideal porque en 
la agenda del Parlamento este es un tema de interés, aplaudimos y estamos encantados. Si pudiéramos decir: 
"Bueno, hay coordinación de bancadas; haremos un proyecto nuevo; volverá al Senado, irá a Asamblea 
General". No es un tema nuestro; sería un atrevimiento de nuestra parte hacer comentarios de ese tipo. Los 
abogados, los Jueces y los trabajadores precisamos una solución porque ya es demasiado larga la disfunción 
del proceso. 


SEÑOR OLIVERA.- Más allá de las dificultades instrumentales que es lo que se está planteando en 
grandes líneas que tienen los Juzgados para resolver con celeridad, de un problema de procedimientos 
técnicos y de personal que apoye esto, quisiera saber si ustedes consideran que las modificaciones 
ayudan a levantar las inconstitucionalidades a grandes rasgos de manera que no sea un impedimiento 
para avanzar en el procedimiento, más allá de lo otro que es una discusión presupuestal. ¿Consideran 
que levanta en gran medida las observaciones de la Suprema Corte de Justicia? 


SEÑOR PEREIRA.- Como aclaraban mis compañeros, nosotros no venimos a opinar desde el punto de 
vista docente ni académico, sino desde el punto de vista gremial. Entonces, los únicos que pueden tener 
la palabra en esto son los Ministros de la Suprema Corte de Justicia con sus resoluciones. Más allá de 
eso, nuestra opinión personal los tres que estamos aquí hemos conversado esto es que este proyecto 
aprobado en el Senado soluciona en gran medida las inconstitucionalidades. Si bien puede haber algún 
resquicio, fundamentalmente, por el problema de la eliminación de la inmediación que puede generar 
algún problema, las actuales declaraciones de inconstitucionalidad de la Corte, a nuestro juicio reitero: 
al juicio personal de nosotros tres, quedarían superadas con el proyecto de la Cámara de Senadores. 
Por eso, para nosotros, lo peor que se puede hacer es que siga vigente la ley actual. En opinión del 
Colegio de Abogados, si se tuviera que elegir un escenario, ese sería el último porque es el peor. 


SEÑOR GROBA.- Los insumos que hemos estado recibiendo son muy valiosos. 


Quiero dejar tres constancias. En primer lugar, la ley actual es una gran ley, que ha cambiado notoriamente en 
forma favorable la celeridad de los procesos. Más allá de que hay cinco mil procedimientos detenidos por esa 
causa como se acaba de mencionar aquí, hubo otros no los tengo cuantificados que se resolvieron en tiempo y 
forma. Además, ha habido un disparador para terminar con esto ya que en el sector más débil es un dato de la 
realidad durante años, años y años, se dilucidaba en no menos de tres o cuatro años un proceso de este tipo. 
Por lo tanto, creo que esta ley tiene una gran virtud en varios sentidos. 


En segundo término, esta ley tiene la enorme virtud de agilitar procesos en algunos organismos que estaban 
anquilosados. Por ejemplo, en el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hoy se resuelve con 
muchísima más agilidad que antes, producto de esta ley. La obtención de los datos que se pueden brindar al 
BPS o que se quieren recabar de este en función de un proceso, se ha agilitado notoriamente. Es un dato de la 
realidad. Por otra parte, no se ha acudido al recurso de constitucionalidad, sino que ahí se ha promovido una 
disputa entre el empleado y el trabajador, en forma natural, honesta y razonable. Y los empresarios han 
decidido resolverlo y se hizo con un procedimiento muy ágil. 


En tercer lugar, quiero decir que francamente no podemos comparar un espectáculo deportivo con lo que 
estamos tratando, entre otras cosas, porque en un espectáculo deportivo las normas y los reglamentos son a 
nivel de instituciones o competencias entre iguales. En este caso, es diferente porque estamos tratando un 
tema en el marco de las relaciones laborales, donde hay una parte también es un dato de la realidad que es la 
más débil. Por lo tanto, no podemos comparar reglas de un espectáculo deportivo con un proceso de este tipo 
que es totalmente diferente. 


Por último, quiero decir que la Comisión ha recibido un material muy importante que va a tener en cuenta. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Pido disculpas a la Comisión y a los visitantes pero estoy en la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración que está sesionando en esta 
misma hora, considerando el tema de las patentes nacionales, que no es menor pero sí más nuevo. 


Quisiera señalar algunos puntos que he manifestado en la Comisión, y que me importa que la visita tenga 
claro. Los he expresado en otras comparecencias e, inclusive, cuando concurrió el señor Ministro. Desde 
hace más de un año estamos solicitando el tratamiento urgente de este tema. Estamos muy preocupados, 
porque lejos de lograrse el objetivo deseado por la fuerza política que lleva adelante los cambios en la 
abreviación de juicios laborales, logró el efecto contrario al deseado. Eso se manifestó en su momento y lo 
señalamos quienes participamos del punto de vista contrario. Haber manifestado nuestra opinión no ha 
servido para nada, no ha ayudado a los trabajadores y es un gran problema. |Y la irresponsabilidad que ha 
habido; no quiero decir por parte del Ministerio porque quiero centrarlo en el señor Subsecretario de esa 
Cartera, que ha venido acá y no nos ha querido mostrar los proyectos con que se manejaba; se los ha enviado 
al PIT-CNT, a la Cámara de Industrias, desconociendo la representación de la Comisión de Legislación del 
Trabajo, quienes íbamos a tener que votarlo. Todo eso ha llevado a que se demorara en aprobar esto con los 
consecuentes perjuicios para los trabajadores que han esperado este largo tiempo, y son quienes más se han 
visto afectados. Esperemos que esto pueda solucionarse rápidamente y que se haga en forma definitiva. 


Creo que conozco casi todos los planteos de ustedes; son bienvenidos y pienso que van a ayudar. Me parece 
que se trata de fijar reglas de juego claras en las cuales nos tengamos que mover, más allá de los 
voluntarismos que a veces se intentan llevar adelante y no ayudan en nada. Nos comprometemos a colaborar, 
por lo menos, en lo que esté a nuestro alcance, a fin de seguir intentando agilizar este tema y no aferrarse a lo 
que ya ha quedado demostrado que está afectando notoriamente a los trabajadores que no pueden sacar 
adelante los juicios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos enormemente vuestra presencia. Sus aportes van a ser 
valiosísimos para el estudio de este tema. 


(Se retira de Sala el Colegio de Abogados del Uruguay) 
(Ingresan a Sala el Director Nacional de Trabajo, señor Luis Romero y su asesor, el señor Nelson Díaz) 


——- Agradecemos vuestra presencia. Seguramente, habrán llegado las versiones taquigráficas al Ministerio, 
por lo tanto, nos agradaría escucharlos y, luego, los Diputados harán alguna consulta. 


SEÑOR ROMERO.- Voy a ceder la palabra al compañero asesor, quien directamente con otros 
compañeros y compañeras está en el grupo de tratamiento de los Consejos de Salarios relacionados con 
la pesca, y hace mucho tiempo trabaja allí, a fin de actualizar las informaciones que debemos tener 
todos para después pasar a las preguntas. 


SEÑOR DÍAZ.- Es un placer colaborar con la Comisión en este tema sobre el cual estamos trabajando. 


Lo primero que pensamos que puede ser de utilidad es una puesta al día, dado que luego de la comparecencia 
de los actores sociales frente a la Comisión, han sucedido una serie de hechos que nos parece importante que 
conozcan. 


En la segunda comparecencia del sector empresarial ya se había comunicado, por parte de los trabajadores 
organizados en el SUNTMA, la decisión de la asamblea de levantar las medidas respecto de los buques que 
estaban paralizados. Pocos días después mantuvimos una reunión en el despacho del señor Director con los 
empresarios del sector que estaban involucrados en esta situación y que han comparecido aquí en la 
Comisión, a los efectos de coordinar y limar cualquier situación que pudiera dificultar la salida de sus 
buques. 


Sabemos que al día de hoy los doce buques que estaban con medidas y no estaban operando se encuentran 
navegando. Inclusive, los buques de Alberana el señor Sírtori, que es su titular, estuvo aquí- ya se encuentran 
en un segundo viaje, al igual que los pertenecientes a Potensol y Oldirey. En este caso, se trata de los barcos 
que pescan corvina y que tienen mareas más breves, que habitualmente son de una semana o diez días a lo 
sumo. 


Hay algunos barcos de mayor porte, fresqueros o congeladores, que van sobre todo a la captura de merluza, 
algunos de los cuales también ya están navegando. En dos de ellos se está señalando alguna dificultad en 
cuanto a personal disponible para hacerse a la mar. En la reunión que mantuvimos en el despacho del señor 
Director tratamos de superar algunas situaciones que habitualmente se plantean, luego de alguna situación de 
paralización de la flota. No es fácil mover de un día para otro una cantidad de barcos; hay costos importantes 
para los empresarios y todo tiene una suerte de sinergia. Lo que inmediatamente solicitan los trabajadores, si 
el barco no sale en forma veloz, es el amparo en el seguro de desempleo. Entonces, lo que estuvimos tratando 
de coordinar fue que no hubiera nuevas contrataciones sino que todos los trabajadores que estaban en la 
planilla de estas empresas, se alistaran en los buques que fueran saliendo primero, para evitar envíos al 
seguro de desempleo. También estuvimos conversando para superar otras situaciones que habitualmente se 
presentan en estos casos. 


Nos parece importante que sepan que la situación no es la misma que teníamos cuando comparecieron las 
partes y que en este momento todos están trabajando con normalidad. 


En esa oportunidad, y en otras conversaciones que hemos mantenido con los trabajadores organizados, de 
alguna forma dejamos sentadas las bases en cuanto a cómo seguimos, porque el tema de fondo sigue sin 
resolverse, más allá de que los buques, en este momento estén navegando con normalidad. En ese sentido, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sigue apostando a una solución negociada. Hemos conversado con 
ambas partes, las que visualizan que en una situación diferente trabajando, con los buques navegando- hay un 
ambiente más propicio para encontrar una solución. La convocatoria al ámbito de negociación a estos efectos 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no va a ser inmediata, pero seguramente en diez o quince días 
estemos sentados nuevamente y podamos conversar en otros términos, con mayor tranquilidad. 


Además, en esta puesta al día, queríamos informarles que en el día de ayer sobre esta misma temática se 
suscribieron actas de acuerdo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con respecto a dos empresas que 
no estaban con sus barcos paralizados, pero sobre las que el sindicato había hecho los mismos planteos. 
Estamos hablando de American Shipping S.A. y de Pesquerías Belnova del Uruguay. Las actas 
correspondientes a las empresas son del día de ayer y el acuerdo que se alcanzó en estos dos casos recoge la 
propuesta de acercamiento que había hecho el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en su oportunidad. 
Las empresas acordaron pagar a todos los trabajadores que probaran con medios fehacientes que se 
encontraban en el sector de actividad antes del año 1997 y por un período de dos años de retroactividad al día 
de la fecha, el porcentaje del 2,64% el famoso reintegro del que han escuchado hablar aquí- en un solo pago 
en oportunidad del retorno de la próxima marea. Creo que esto podría ser de utilidad para ustedes. 


Quisiéramos aportar dos consideraciones más a propósito de la comparecencia y las manifestaciones que han 
realizado los actores sociales en este ámbito. Una de ellas está vinculada con los niveles de conflictividad que 
se han señalado como importantes en el sector. A este respecto, quisiéramos hacer dos o tres precisiones. Las 

dos primeras tienen que ver con algunas particularidades del sector. Debemos tener presente que en buques 


donde, quizá, haya diez o doce trabajadores embarcados conviven tres sindicatos. Está el SUNTMA, que 
representa a los marineros, el Centro de Maquinistas Navales, que representa a los maquinistas navales y el 
Sindicato Único de Patrones de Pesca, que son los capitanes. Porque en este sector, cuando se habla de 
patrón, no se habla del propietario del medio de producción, que es el armador de los barcos. Esa es una 
particularidad que, como ustedes comprenderán, muchas veces genera dificultades para operar porque si con 
dos sindicatos está resuelta la situación pero hay alguna dificultad con un tercero, el barco tampoco navega. 
No puede navegar sin capitán; no puede navegar sin maquinista naval; no puede navegar sin marinero. Esa es 
una particularidad que es importante que tengan presente. 


Otra particularidad es que en el marco de los Consejos de Salarios tenemos prácticamente a toda la cadena 
productiva incluida dentro del sector, porque hay una unidad de negociación o subgrupo que está vinculada 
con la captura en sí misma, dos unidades de negociación que están vinculadas con la carga y descarga, 
actividad que realizan los trabajadores portuarios. Nos referimos a dos unidades porque una tiene que ver con 
el pescado congelado y la otra con el pescado fresco. También tenemos otro subgrupo de negociación que 
tiene que ver con las plantas de procesamiento de pescado, además de las granjas y criaderos. Contamos con 
un sindicato único para todo el sector, lo que también genera dificultades porque es muy amplio el espectro 
de situaciones que debemos resolver. 


En este grupo que, como hemos expresado, tiene sus dificultades, los niveles de acuerdo, en el marco de los 
Consejos de Salarios, han sido superiores a los muy altos que hemos tenido a nivel general que, como ustedes 
saben, han estado alrededor del 90% de acuerdos en cada ronda de negociación. En este grupo en particular, 
en las rondas de Consejos de Salarios de 2007, 2008 y 2010 que son a las que me puedo referir con propiedad 
porque participé en ellas, directamente los niveles de acuerdo han sido superiores al 90%. 


SEÑOR ROMERO.- Esperaremos las consultas y luego pasaremos al tema de las posibilidades del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de interpretar en forma vinculante algunas cláusulas que son 
el problema por el cual se presentaron trabajadores y empresarios. 


Primero escucharemos sus consultas y después diremos cuál es la posición que tiene el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social en este tema. 


En realidad, el Ministerio no tiene potestades de árbitro para decidir quién tiene razón o no. La potestad de la 
Cartera es acordar con las partes. Si las partes están de acuerdo y se actúa de buena fe, se tiene la posibilidad 
de formar una Comisión equis en la que todos estén de acuerdo en lo que hay que hacer para poder laudar 
este tema. Mientras tanto, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Consejo de Salarios solamente 
tienen potestades para acordando con las partes arbitrar cualquier frase que tenga una interpretación dudosa, 
pero no tiene posibilidad vinculante de que las partes acepten esa decisión. 


Por otra parte, estamos discutiendo una cláusula de un convenio que fue acordado fuera del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Precisamente, en este Consejo de Salarios hay muchos acuerdos que ya vienen 
pactados y lo que hace el Ministerio es registrarlos dentro del convenio general. Precisamente, la experiencia 
indica así lo hemos acordado que hay que leer muy bien lo que viene acordado porque, a veces, hay cláusulas 
que, por el apuro de solucionar problemas, quedan dudosas. En esos casos, el tema de la buena fe también 
queda en duda para todas las partes y creemos que el espíritu y la buena fe tienen que ser sustituido por los 
resultados y lo que queda sentado en la letra de un convenio colectivo a fin de que no haya malas 
interpretaciones. 


SEÑOR DÍAZ.- En términos generales, en cuanto a la conflictividad en el sector, también hacemos 
notar que gran parte de esas situaciones que los actores relacionan no llegan al Ministerio de Trabajo, 
se resuelven como se dice "en el muelle” o en otros ámbitos y, efectivamente, no nos consta en su 
plenitud. 


Asimismo, en el caso concreto de los acuerdos suscritos el 28 de julio respecto de este reintegro a los cuales 
se ha hecho referencia en este ámbito, están documentados en un acta ante la DINATRA. Para que ustedes 

conozcan en detalle los acontecimientos, puedo manifestar porque participé que la negociación se desarrolló 
íntegramente fuera del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Comparecieron al Ministerio el Secretario 
General del SUNTMA, Carlos Vega, y el representante del sector empresarial ante los Consejos de Salarios, 


Jorge Rosembaum, anunciando que tenían un acuerdo y dictaron el contenido del acta a los negociadores de 
la Cartera. 


Ustedes han manifestado aquí ha quedado constancia en la versión taquigráfica que han recibido versiones 

muy diferentes de una serie de hechos. En cuanto a esta negociación en particular, nosotros también hemos 
recibido versiones diferentes de lo que sería el espíritu o de lo que hablaron fuera del Ministerio, pero no es 
de nuestro conocimiento fehaciente. 


SEÑOR PUIG.- Cuando comparecieron los actores sociales a la Comisión se presentó la 
documentación a la que hacía referencia el doctor Díaz del acta del 28 de julio. Allí se establece 
claramente que las partes manifiestan haber acordado en ese proceso que se da fuera del ámbito del 
Ministerio. Pero para nosotros resulta claro que esa acta no fue producto de la imposición de alguna de 
las partes. Allí los trabajadores resignan una retroactividad de dos años para aquellos trabajadores 
que tenían actividad en el sector antes del año 1996. 


Voy a poner un ejemplo. ¿Qué pasaría si el PIT-CNT firmara un acta de acuerdo con las cámaras 
empresariales, este se registrara ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y alguno de los sindicatos 
dijera desconocer las potestades del PIECNT para firmar el acta? Eso significaría un escándalo. Las 
patronales dirían que se está en una situación de no reconocimiento de una convención, la Convención 
Nacional de Trabajadores. 


En este caso, la CAPU la Cámara que agrupa a los armadores pesqueros firma un acta y, posteriormente, 
algunas empresas la desconocen. 


También quiero hacer referencia al contexto que se plantea en la información que dan las empresas aquí. Lo 
digo aquí y también lo hice en esa reunión con los empresarios y sus asesores. La descripción que se plantea 
es, prácticamente, la de un desorden generalizado en el sector. Se dice que no hay libertad de trabajo en el 
Puerto, que se desconoce la autoridad de las empresas, que los sindicatos definen cuándo navegar y cuándo 
no y, sinceramente, a mí me surgió lo que dije en ese momento: ¡qué bien funcionaría el sector de la pesca de 
este país si el SUNTMA no existiera! Parece que el sindicato es el responsable de todos los males. Sin 
embargo, no fue el SUNTMA el que desconoció el acuerdo; fueron las empresas las que desconocieron un 
acta que estaba firmada por CAPU. 


Me da la impresión de que esta situación que no se ha resuelto ha contado con actitudes distintas. No sé qué 
valoración tiene el Ministerio, pero antes de que comparecieran las empresas acá después de un intermedio 
que se realizó, el sindicato nos comunicó que la asamblea había resuelto levantar las medidas para posibilitar 
un marco de acuerdo y, de esa forma, que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tuviera la posibilidad, a 
través de la DINATRA en un marco de distensión del conflicto, con los barcos navegando y demás, de arribar 
a una solución. 


La empresa se queja de que hay presiones. Los trabajadores normalizan la situación para llegar a un acuerdo. 
Sin embargo, la reacción de las empresas acá representadas fue decir: no tenemos garantías, no sabemos 
hasta cuándo van a navegar; por lo tanto, esto para nosotros es absolutamente insuficiente y no resuelve nada. 


Señalo esto porque me parece que hay diferentes actitudes. Lamentablemente, me parece que vamos a tener 
planteado este tema en el sector de la pesca porque hay actitudes muy diversas. Con esa posición de parte de 
las empresas me imagino que es muy difícil para el Ministerio lograr acuerdos. Reitero que si una de las 
partes flexibiliza las medidas y la otra dice que prácticamente quiere rendición incondicional, la situación va 
a ser muy difícil. 


Me interesa dejar esto sentado en la versión taquigráfica porque, generalmente, cuando se produce una 
situación de conflicto se habla aquí se ha mencionado a texto expreso de la irracionalidad del sindicato. Sin 
embargo, ese sindicato que es acusado de irracional fue el que flexibilizó las medidas para posibilitar un 
acuerdo. Por lo tanto, aspiro a que las empresas, que reconocen a la cámara en un momento y la desconocen 
en otro, traten de lograr una sintonía con esa actitud del sindicato porque, de lo contrario, la situación va a ser 
muy difícil. 


Reitero que nos encontramos en medio de una situación que no está resuelta, más allá de los esfuerzos del 
sindicato. Aspiro a que esta situación se solucione con el cumplimiento de lo que dice el acta, porque no tiene 
sentido que los trabajadores hubieran firmado un acta en la cual resignan a dos años de retroactividad si no 
estuviera referida al conjunto del sector. Sabemos que hay una rotatividad alta en los lugares de trabajo de las 
empresas y no tendría sentido plantearse un acta si el trabajador estaba en la misma empresa en el año 1996. 
Sin embargo, hay empresarios que dicen: yo no tengo a nadie en la empresa desde el año 1996, pero hay 
trabajadores de esa empresa actual que formaban parte del sector, y a eso se refiere el acta. 


Aspiro a un cambio de actitud de las empresas que permita llegar a soluciones en el Ministerio. Hoy no hay 
pretextos; hoy los barcos están navegando y se siguen firmando actas con relación al texto y al espíritu de lo 
que se planteó en el acta del 28 de julio. Si se siguen firmando actas con relación a los trabajadores que 
estaban en el sector en el año 1996, me parece que la argumentación que acá expresaron las empresas no 
tiene sustento, pero es una impresión personal. 


SEÑOR ROMERO.- Nos parece importante trasmitir los esfuerzos que hace el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en estos casos. Cuando vemos que las partes están muy enfrentadas, nuestra tarea es 
tratar de conciliar y que, cuando hay un acuerdo, nadie sienta que uno perdió y otro ganó, porque eso 
es pan para hoy y hambre para mañana. Eso es así en este mundo. 


Estamos haciendo todos los esfuerzos posibles para que las actas de acuerdo se cumplan. La decisión que 
tome el Ministerio no es vinculante con ninguna de las partes. Esa es una carencia importante que tiene el 
Ministerio, por eso hoy nos referíamos a la buena fe y a los espíritus. Si se negocia de buena fe, hay que 
cumplir de buena fe, y eso es lo que dice la ley de convenios colectivos. Eso se lo decimos tanto a los 
sindicatos como a los empresarios. 


En esto quiero ser muy leal. Creo que los trabajadores han tenido una buena actitud. En el Ministerio de 
Trabajo hemos conversado siempre lo hacemos con los trabajadores y los empresarios. Aunque no lo crean, 
muchas veces lo hacemos durante la semana, y esas conversaciones no quedan en el acta. Son conversaciones 
que se tienen para que ninguno se sienta perdedor ni ganador en esto, sino para que acuerden como se debe 
hacer. En ese sentido, los trabajadores han dado una mano digo esto sin tomar partido por una de las partes 
para posibilitar que en este tiempo que están navegando, podamos encontrar una fórmula de solución sin que 
nadie se sienta perdedor porque, además, son derechos que están firmados en un acta. 


La prueba de Pesquerías Belnova S.A. está ahí: una empresa que acuerda y paga. Es decir que ahí hay un 
problema de las cámaras empresariales y nosotros no nos podemos meter en esa interna, pero sería bueno, 
debido al trabajo, a los trabajadores y a las empresas, que podamos llegar a un acuerdo con la buena voluntad 
política de todo el mundo para cumplir con lo que se escribe acá. De lo contrario, no va a tener mucho 
sentido que tratemos de dialogar y de acordar si después cada uno se va por su lado y no quiere cumplir. Hay 
una actitud de ayuda y de mantenerse quieto, de no aportar, que es peor que decir que no. Esas cosas a 
nosotros nos hacen mucho mal. 


Nosotros tratamos de corregir estas situaciones, pero la herramienta que tenemos es: convencer y acordar, tal 
como se hace todos los días y como se hizo en el caso del transporte cuando las partes estaban enfrentadas, 
con el propósito de discutir de mejor manera. 


Queremos aclarar que existe una disposición y no sabemos si las partes tienen voluntad de aceptarla. Hemos 
ofrecido que el Inspector General de Trabajo sea el árbitro en esta instancia el año pasado lo hicimos con los 
bancarios, por el tema del traslado pero, según se piensa, puede no actuar con justicia. Asimismo, hemos 
pedido formar una comisión con integrantes de la Universidad de la República que conozcan del tema para la 
interpretación de unas cláusulas; no se precisa ser iluminado para esto, pero nos podrían ayudar a resolverlo. 
Ahora bien: las partes tienen que estar de acuerdo con que cuando se diga algo, se haga. Eso es lo que 
pretendemos, porque es la posibilidad que tenemos en ese sentido. 


Reitero que no contamos con la herramienta de arbitraje que debería tener el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en algunas ocasiones y de esa manera evitaríamos algunas situaciones que se vuelven 
complejas. No tenemos la potestad de ser árbitro de algunas soluciones como existen en otros países. Como 
acá no existe, estamos todo el día tratando de llegar a acuerdos de la mejor forma posible, sin que nadie 
quede de rodillas ni se sienta vencedor o perdedor, porque eso es pan para hoy y hambre para mañana. 


Entiendan que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hace el esfuerzo que puede, pero no es árbitro 
vinculante; no tiene esas potestades. 


SEÑOR DÍAZ.- Quisiera señalar que, sin perjuicio de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
no está cerrado a alguna solución, el planteo que hemos hecho a las partes es agotar absolutamente 
todos los esfuerzos por resolver esto a través de la negociación colectiva en una coyuntura diferente que 
es la de tener a los barcos navegando y a la gente trabajando. 


Para ser más específico y que conste en la versión taquigráfica, quisiera leer el aspecto central de los 
acuerdos suscritos ayer con Pesquerías Belnova S.A y American Shipping S.A. 


"Pesquerías Belnova S.A abonará a los marineros que hayan integrado la planilla de trabajo de la empresa 
entre el 28/07/2009 y el 28/07/2011" o sea estos últimos dos años "y tengan una antigúedad en el sector de 
actividad anterior al año 1997, el equivalente al 2, 64% de la remuneración a la parte percibida en las mareas 
realizadas en el mencionado período.- Para recibir el pago acordado, los marineros deberán acreditar 
fehacientemente por medios idóneos, que su antigúedad como trabajador del sector en buques de bandera 
nacional, es anterior al 31 de diciembre de 1997". 


Por otra parte, quisiera señalar que en el acta del 28 de junio de 2011 ya hay una negociación detrás, como ha 
surgido de las declaraciones de las empresas en este ámbito. Dejaron de pagar el reintegro en el año 2007; los 
trabajadores negociaron que esa retroactividad, que podría haber sido de cuatro años, se redujera a dos años, 
y luego en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ante los malentendidos en cuanto a la 
interpretación, también aceptaron dejar de percibir ese complemento desde esta fecha al 30 de abril de 2013, 
que era lo que comprendía el acuerdo. O sea que hay una flexibilidad en cuanto a todo el período que los 
trabajadores tenían como reivindicación inicial, que era desde el 2007 cuando dejaron de percibirlo, hasta el 
2013, fecha en que vencía el convenio colectivo del sector. Ahora se limita a la propuesta del Ministerio, que 
es solamente dos años de ese período. 


SEÑOR PUIG.- Nosotros sabemos que el procedimiento correcto es que se haga el envío a la 
Presidencia de la Asamblea General y luego esta define la Cámara. Nosotros queríamos pedirles que 
nos comunicaran telefónicamente a la Comisión si se enviaron prórrogas al seguro de paro o lo que 
entiendan conveniente de manera que luego nosotros podamos continuar con los trámites 
correspondientes. Por ejemplo, ayer tuvimos que molestarlos a ustedes porque no sabíamos en qué 
etapa estaban. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los invitados. 
(Se retiran de Sala el Director General de Trabajo y su asesor) 


SEÑOR PUIG.- Quisiera saber cómo va a seguir en esta Comisión el tratamiento de las modificaciones 
del Senado a la ley de abreviación de procesos laborales. 


Me parece importante pedir opiniones pero, al mismo tiempo, creo que tendríamos que votarlo para continuar 
con el trámite parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugeriría que los señores Diputados Puig y Abdala, contando con el aporte de 
todos los compañeros que desearan, fueran haciendo los adelantos posibles. A medida que tengamos los 
asesoramientos que hemos solicitado, los iremos incorporando. 


Creo que lo que ha expresado el Colegio de Abogados en cuanto a que el proyecto está muy mejorado, pero 
tiene muchas trabas, me temo que también lo manifiesten otros actores. Pienso que en la medida que seamos 
menos los opinantes y podamos debatir el proyecto con mayor profundidad, esta Comisión va a actuar más 
rápidamente. 


SEÑOR PUIG.- Creo que más allá de las opiniones vertidas hoy por el Colegio de Abogados que ya 
fueron hechos en la subcomisión del Senado e independientemente de que pueda haber planteamientos 


por parte de la Cátedra de Derecho Procesal y de Derecho Laboral y de otros actores, creo que acá se 
ha seguido el procedimiento dictado por la OFT. Podremos decir que el Parlamento no participó de la 
discusión previo al ingreso al Senado. Nosotros, como bancada del Frente Amplio, a partir de la 
discusión que se dio en el Senado tuvimos conocimiento de ese proceso de discusión y supongo que a 
todas las bancadas les habrá ocurrido lo mismo. Asimismo, creo que hay que acelerar los pasos, porque 
como se ha dicho en este momento hay algunos procesos empantanados. El régimen de discusión 
tripartito con las cámaras empresariales, el P.-CNT y el Poder Ejecutivo, se dio. Tal vez la ley no sea 
perfecta, y las modificaciones no satisfagan las aspiraciones de todos los actores. Pero sin duda alguna 
se superaron las inconstitucionalidades definidas por la Suprema Corte de Justicia la votación por 
unanimidad en el Senado me motiva a realizar esta afirmación, independientemente, de las 
consideraciones que tengamos sobre algunos de los aspectos que la Corte consideró inconstitucionales 
como, por ejemplo, el depósito del 50% de la demanda, lo que existe en las legislaciones de algunos 
países centroamericanos. 


La Suprema Corte de Justicia dictó la inconstitucionalidad, el Senado las salvó y votó por unanimidad. 
Entonces, creo que en la próxima sesión deberíamos analizar y tomar posición para no retrasar más este tema. 
Ya ha habido un importante proceso de discusión en el Senado. Discutamos en esta Comisión, pero tratemos 
de apurarnos. 


Propongo que dediquemos una sesión especial o que en la próxima analicemos las modificaciones 
introducidas por el Senado para presentarlo al plenario lo antes posible. 


SEÑOR ABDALA.- Coincido con el señor Diputado Puig en dos aspectos. En primer lugar, es la 
Comisión la que debe analizar y resolver el tema y, en segundo término, que es necesario dar a este 
proyecto el trámite más diligente posible. Como decíamos en la jornada de ayer, se ha generado en 
torno a este asunto una situación muy compleja debido a que se han acumulado expedientes, producto 
de la mala ley que se aprobó en el período pasado y que sufrió severos cuestionamientos por parte de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Nosotros no tenemos problemas en analizar este tema el próximo martes, lo que no significa que estemos en 
condiciones de votar. ¿Por qué digo esto? Porque si bien en el Senado se votó por unanimidad, y la opinión 
de los Senadores importa, nosotros queremos tener la nuestra, que podrá ser o no coincidente. En función del 
sistema bicameral que gobierna la actividad parlamentaria, creo que nuestra responsabilidad es valorar si lo 
que votamos está bien, mal o regular. Me temo que si en este asunto hay observaciones de carácter jurídico, 
como las que hubo hoy me adelanto a decir que las voy a estudiar en función de la lectura de la versión 
taquigráfica, porque como ayer anuncié estoy siguiendo el tratamiento del impuesto a la tierra en la Comisión 
de Hacienda, en mi visión, debemos hacer un análisis detenido para el que serán necesarios los insumos que 
hoy se volcaron en la Comisión, pero también por lo menos para este legislador los informes por escrito que 
provengan de todas las instituciones que vayamos a consultar. 


Me parece legítimo que empecemos a analizar el tema el próximo martes o antes. Adelanto que mi sector me 
atrevo a decir que nuestro Partido se reservará de decir en esa oportunidad si está o no en condiciones de 
votar. 


Repito que para poder llegar a una conclusión lo prudente sería contar con todos los elementos y 
asesoramientos, y no solo con lo que dijeron los Senadores, ya que no tienen más relevancia institucional que 
nosotros a la hora de actuar en la función legislativa. 


(Diálogos) 


SEÑOR PUIG.- Creo que lo mejor es contar con todos los legisladores para discutir en profundidad. 
Estoy convencido de que la Cámara de Representantes debe discutir, más allá de que ya lo haya hecho 
la Cámara de Senadores. 


Yo me refería a que nosotros como fuerza política hemos analizado el tema, ya que no nos dividimos en 
Cámaras para analizar asuntos políticos. Las discusiones de carácter político general y temas de trascendental 
importancia como este, los discutimos en la fuerza política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, trataríamos este tema el día martes y el miércoles recibimos 
delegaciones. 


SEÑOR ABDALA.- Agradezco la benevolencia de los compañeros que posibilita que estemos todos 
presentes en la discusión del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


